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III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE DEFENSA

8577 REAL DECRETO 611/1983, de 2 de marzo, por el 
que se concede la Gran Cruz de San Hermenegildo 
al General de Brigada de Infantería, Diplomado 
de Estado Mayor, don José Agulló Naya.

En consideración a lo solicitado por el General de Brigada 
de Infantería, Diplomado de Estado Mayor, Grupo «Mando de 
Armas», don José Agulló Naya, y de conformidad con lo pro­
puesto por la Asamblea de la Real y Militar Orden de San 
Hermenegildo,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la referida Orden, con 
antigüedad del día 1 de octubre de 1982, fecha en que cumplió 
las condiciones reglamentarias.

Dado en Madrid a 2 de marzo de 1983.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,
NARCISO SERA A SERRA

8578 ORDEN 111/00620/1983, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo dictada con fecha 21 de 
diciembre de 1982 en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don José Gurucharri Men- 
divil, Sargento de Infantería.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Gurucharri 
Mendívil, Sargento de Infantería, quien postula por sí mismo, y 
de otra, como demandada, la Administración pública, represen­
tada y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 16 de enero de 1980 y 
de 21 de octubre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 21 de 
diciembre de 1982 cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad alegada en la 
contestación a la demanda y estimando el recurso interpuesto 
por don José Gurucharri Mendívil contra acuerdos del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de dieciséis de enero de mil nove­
cientos ochenta y de veintiuno de octubre de mil novecientos 
ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro dimanante del 
Real Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, debemos 
anular y anulamos los referidos acuerdos como disconformes a 
derecho y, en su lugar, declaramos el derecho del recurrente a 
que so le efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro con 
porcentaje del noventa por ciento sobre la base correspondiente; 
con especial condena en costas a la Administración demandada.

Así. por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1932, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

8579 ORDEN 111/00621/1983, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo dictada con fecha 23 de 
diciembre de 1982 en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Crisanto Saturnino 
Fernández Gómez-Galdón, Guardia Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo,

entre partes, de una, como demandante, don Crisanto Saturnina 
Fernández Gómez-Galdón, quien pcr6tula por sí mismo, y da 
otra, como demandada, la Administración pública, representada 
y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar de 10 de septiembre de 1881 y 
de 13 de enero de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 23 de 
diciembre de 1982 cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción demandada, estimamos el recurso interpuesto por don Cri- 
sánto Saturnino Fernández Gómez-Galdón contra acuerdos de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
diez de septiembre de mil novecientos ochenta y uno y de trece 
de enero de mil novecientos ochenta y dos, los que anulamos 
como disconformes a derecho, en cuanto no fijan el haber pasi­
vo del recurrente en el noventa por ciento de 'la correspondiente 
base reguladora, debiendo verificarlo en este porcentaje; sin 
especial imposición de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, que sé publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés,
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de

Justicia Militar.

8580 ORDEN 111/00622/1983, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo dictada con fecha 15 de 
diciembre de 1982 en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Domingo Montes Ga
rrido, Sargento de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Domingo Montes 
Garrido, Sargento de Infantería, quien postula por sí mismo, 
y de otra, como demandada, la Administración pública, repre­
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 30 de enero de 1980 
y de 24 dé septiembre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 
15 de diciembre de 1982 cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad alegada por 
la Administración, estimamos en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Domingo Montes Garrido con­
tra los acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
treinta de enero de mil novecientos ochenta y de veinticuatro de 
septiembre de mil novecientos ochenta y uno, los que anulamos 
por disconformes a derecho en cuanto fijan el porcentaje deter­
minante de la pensión de retiro, y en su lugar, declaramos el 
derecho del recurrente a que se le fije nueva pensión en el no­
venta por ciento del regulador, ratificando las demás declaracio­
nes de los acuerdos impugnados y desestimando las demás 
pretensiones de la demanda; sin costas.

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a v. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1983.—P. D., el Secratario general 

para Asuntos de <Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.


